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instancia ha denegado la concesión del mismo examinando sus requisitos 
de oficio. 

  
Esta Sala – por ejemplo, el auto 77/2023, de 7 de junio y otros que le 

siguieron– ha declarado al respecto que el auto que con    
   accedía directamente a la apelacion, sino que debía ser objeto de 

un incidente concursal de carácter contradictorio y contra la resolución que 
le pusiera fin entablarse el oportuno recurso de apelación. 

 
En el presente caso, lo cierto es que, ante la oposición del acreedor 

público a la exonera      nte contradictorio previsto 
en los arts. 498       –para la exoneración mediante plan de pagos- y 501 –
exoneración con liquidación de la masa activa- ambos del TRLCon, fue 
limitado exclusivamente al contenido de la exoneración, sin extenderse a 
los presupuestos de su concurrencia.  No obstante, lo anterior, estima la 
Sala que la apertura y tramitación de un proceso declarativo en el que rige 
el principio de plenitud de prueba, permite satisfacer las necesidades de 
audiencia, defensa y prueba del deudor que busca la exoneración  y le 

    n al incidente los medios de prueba que 
estén a su alcance y sirvan a su derecho. Por tanto, a diferencia de los 
supuestos en que este procedimiento incidental no se iniciaba, en el 
presente caso estimamos que se cumplen las exigencias constitucionales 
del art. 24 de la CE y la Sala puede examinar con plenitud las pretensiones 
de una y otra parte en el incidente. La de la deudora de que se le conceda 
el derecho a la plena exoneración del pasivo y la de la acreedora de que su 
concreto crédito no sea exonerado por ser una de las excepciones 
previstas en el art. 489 TRLCon. 

 
Estas pretensiones se examinarán por separado y, con carácter 

previo al ámbito de lo exonerable, deberá resolverse sobre si procede 
denegar la exoneración de pasivo solicitada. 

  

 
CUARTO. - Procedencia de    o 
 
 
La resolución recurrida deniega dicha de       

sentencia que pone término al incidente. Afirma la misma como razones de 
la negativa que no acredita el origen de los créditos ni justifica su 
existencia. 

 
 El art. 502 del TRLCon establece para la modalidad de exoneración 

con liquidación de la masa activa que la oposición solo podrá fundarse en 
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la falta de alguno de los presupuestos y requisitos establecidos en esta ley. 
La oposición se sustanciará por el trámite del incidente concursal. 

 
 Igualmente mantiene la sentencia apelada sus dudas sobre la 

aplicación del régimen de la segunda oportunidad a los no  
 
Amén de que el antecedente de la Directiva sobre reestructuración e 

insolvencia, postula la extensión de dicho régimen destinado a los que no 
lo sean en el Considerando 1 de la misma  la ley española expresamente 
extiende a su aplicación a los consumidores. 

 
El Considerando 21 de la Directiva establece: 

 
(21) El sobreendeudamiento de los consumidores 

constituye un asunto de gran importancia económica y social y 
está estrechamente relacionado con la reducción del exceso de 
deudas. Además, a menudo no es posible establecer una 
distinción clara entre las deudas del empresario derivadas de su 

   artesanal o profesional y aquellas 
en que haya incurrido fuera del marco de esas actividades. Los 
empresarios no disfrutarían efectivamente de una segunda 
oportunidad si tuviesen que pasar por procedimientos distintos, 
con diferentes condiciones de acceso y plazos de exoneración, 
para obtener la exoneración de sus deudas empresariales y de 
sus otras deudas fuera del marco de su actividad empresarial. 
Por tales razones, aunque la presente Directiva no incluye 
normas vinculantes en materia de sobreendeudamiento de los 
consumidores, conviene recomen     
miembros que apliquen también a los consumidores, en el 
plazo más breve posible, las disposiciones de la presente 
Directiva en materia de exoneración de deudas. 
 
 Por su parte, la propia exposición de motivos de La ley 16/2022, 

extiende los beneficios de la Directiva a los no empresarios -IV Primer 
párrafo- se ha optado por man     la exoneración 
también para el caso de personas nautrales cuyas deudas no provengan 
de actividades empresariales (consumidores). Tal interpretación auténtica 
del texto legal libera a la Sala de mayor comenta  

 

El examen de la regulación de la exoneración adoptado  por el 
TRLCon, tras la promulgación de la Ley 16/2022, de 5 de septiembre, de 
reforma del texto refundido de la Ley  Concursal, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo,  para la transposición de la 
Directiva (UE) 2019/1023 del Parlamento Europeo  y del Consejo, de 20 de 
junio de 2019, sobre marco   ió   entiva, exoneración 
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de deudas e inhabilitaciones, y sobre medidas para  aumentar la eficiencia 
de los procedimientos de reestructuración, insolvencia  y exoneración de 
deudas, y por la que se modifica la Directiva (UE)  2   

amento Europeo y del Consejo, sobre determinados  aspectos del 
Derecho de sociedades (Directiva sobre reestructuració     

 onstatar que, amén de recoger determinadas imposiciones, por 
otra parte no muy numerosas ni detalladas en esta materia en cuanto 
permiten un amplio juego al legislador nacional, establece un 
procedimiento tendente a dar efectividad al derecho del deudor  cualquier 
deudor, a ver exonerado su pasivo insatisfecho si se dan los requisitos 
legales exigidos para  

 

Frente a un concepto de buena fe estrictamente normativo propio de 
la normativa anterior, la nueva regulación elimina dos obstáculos que 
impedían la efectividad del derecho, como eran la satisfacción de un pasivo 
mínimo y la previa liquidación del pasivo del deudor para acceder al plan 
de pagos. Establece, con carácter novedoso un concepto de buena fe 

    ntes valorativos; distingue el crédito 
exonerable del que no lo es; no exige la satisfacción de un pasivo mínimo 
para obtener el derecho y establece dos vías para realizarlo, la de la 
liquidación del pasivo y la de plan de pagos sin liquidación del pasivo. 

 
A este respecto, existe la opinión doctrinal más fundada –Cuena- de 

que el legislador ha recogido di ersas in luencias para llegar a un modelo 
mixto, a mitad de camino entre el modelo de mercado propio del mundo 
anglosajón y del de rehabilitación propio de m l  i l  i l  con 
rasgos propios del modelo de merecimiento en el que existe la imposición 
de determinadas exigencias que el juez puede valorar para conceder o 
denegar la exoneración. De otra parte, en cuanto a la configuración del 
presupuesto subjetivo de la buena fe la doctrina está conforme en que, de 
un concepto normativo, en el que la buena fe venía dada por el 
cumplimiento de los requisitos legales –concepto normativo de la buena fe 
consolidado en la jurisprudencia c f   l  STS  Pl no nº 150/2019, 
de 13 de marzo, 381/2019, de 2 de julio, y 383/2020, de 1 de julio-, se ha 
pasado en la nueva regulación a un modelo mixto. El juez no solo verifica 
que se da la buena fe constituida por la falta de i   l   
las circunstancias del art. 487 del TRLCon, sino que algunas de ellas, 
singularmente la del número 1.6º, aunque también la del 1.5º de dicho 
precepto, establecen el deber del juez de realizar valoraciones sobre la 
conducta personal pasada del deudor que han determinado su insolvencia 
inminente o actual y además, para esta valoración, le impone realizarlo 
tomando como referencias determinadas circunstancias que tienen un 
componente sumamente indeterminado –p.e. nivel social o profesional del 
deudor, circunstancias pe l  l udamiento- y que 
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permitan o no considerar el endeudamiento como realizado en forma 
temeraria o negligente, bien al tiempo de contraer sus obligaciones, bien al 
tiempo de evacuarlas. 

 
En esta causa, endeudamiento temerario o negligen      

  orar la concurrencia de un hecho, condena penal, sentencia firme 
de calificación, existencia de previas sanciones administrativas, … sino que 
se le impone al juez del concurso la decisión sobre conceptos con una 
fuerte carga valorativa  sobreendeudamiento de forma temeraria o 
negligente, sobre la base de unas genéricas directrices generales. Lo 
mismo sucede con       del art 487 TRLCon, el 
cumplimiento de la obligación de colaboración o información. 

 
 La determinación de este concepto de buena fe, que parece alejarse 

en estos extremos de su carácter normativo, llevará al juez a valorar la 
información facilitada. y tal valoración no se limitará a constatar unos 
requisitos de matiz objetivo, sino a la valoración de la conducta seguida 
con criterios de reproche culpabilísimo  negligencia  culpa consciente o 

 
  
 En conclusión, frente a un concepto normativo de la buena fe 

recogido a partir de la Ley 25/2015, de 28 de julio, de mecanismo de 
segunda oportunidad, reducción de la carga financiera y otras medidas de 
orden social, el concepto de buena fe introducido por la Ley 16/2022 es 
mixto, en cuanto impone tanto un concepto normativo, pero también 
introduce importantes elementos valorativos que permiten examinar la 
conducta del deudor y asimilarla, al menos parcialmente, con la conducta 
impuesta con arreglo al art. 1.258 del CC      aer 
obligaciones y cumplirlas con arreglo a las reglas de la buena fe, bajo la 
admonición de que, caso de insolvencia posterior, no podrán acceder ante 
la falta de este presupuesto a la exoneración de su pasivo. 

 
Estas consideraciones de derecho material permiten inducir a la 

doctrina a la opinión de que la regulación establece inicialmente la 
existencia de una presunción de      del deudor con 
referencia a su endeudamiento –art. 486 TRLCon-, que sólo puede ser 
desvirtuada mediante la acreditación de alguna de las circunstancias 
expresamente previstas en el art 487.1. La may      
en la aportación al proceso concursal para obtener el EPI de previas 
declaraciones judiciales de otros órganos – sentencia penal de condena –
art 487.1. 1º TRLCon-, resoluciones administrativas firmes -art. 487.1, 2º-, 
o concursales -art 487.1. 3º y 4º TRLCon-. Estas causas enervan la 
presunción de buena fe del precepto anterior, sin mucha capacidad -casi 
nula- de valoración de la conducta del deudor por el juez del concurso. 
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Así lo entendió también el CGPJ en su Informe Jurídico sobre el 
anteproyecto, en el que advertía (párrafo 254) que:  

 
“a diferencia, de lo que sucede en el Derecho vigente, 

donde el deudor debe acreditar la concu   
esupuesto subjetivo de la buena fe (artículo 489.2 TRLC), en 

el anteproyecto se parte de la buena fe del deudor insolvente, 
pues las conductas con arreglo a las cuales no cabrá 
apreciarla es decir  las demostrativas de la ausencia de buena 
fe- operan como excepción a la obtención de la exoneración. 
Por tanto, c    edores acreditar su 
concurrencia, sin que el deudor tenga que acreditar el hecho 
contrario al supuesto contemplado más que, en su caso, en la 
medida en que sea necesario para desvirtuar el hecho o la 
circunstancia enervante de la buena fe alegada por los 
acreedores”.  

 
Sin embargo, la falta de colaboración e información al juez del 

     n- y, en mayor medida, el suministro de 
información falsa o engañosa o el denominado endeudamiento temerario 
(arts. 487.1 6  del TRLCon exigen al juez un esfuerzo valorativo del 
material aportado en el proceso para determinar su concurrencia. 

 
Frente a la presunción de existencia de buena fe en el actuar del 

concurso habrá de aportarse material probatorio al mismo que la desvirtué. 
Singularmente en las dos últimas causas referidas, que aproximan el 
sistema español a los denominados “sistemas de merecimiento” en los que 
el deudor ha de acreditar que se hace mer     por 
haber observado una conducta de buena fe en su actuar, especialmente al 
tiempo de la concesión del crédito, pero también para el cumplimiento del 
mismo. 

 
Resulta evidente que serán los acreedores, a la vista de la concesión 

del crédito y el modo en que el mismo se ha ido cumplimento en cuanto a 
su devolución, los que primariame      pio de facilitad, 
deberán aportar la prueba, singularmente la documental, que acredite el 
sobreendeudamiento y/o el incumplimiento temerario o negligente. 
 
 Al margen de esta vía, para obtener material probatorio habrá de tenerse 
en cuenta la imposición al deudor del cumplimiento de determinados 
requisitos de orden documental al tiempo de presentar el concurso –art. 7 
TRLCon-, al tiempo de la solicitud del EPI -arts. 495.1 y 501.3 TRLCon- 
así, como ante eventuales peticiones de subsanación de que puede 
realizar el juez del concurso –art. 11 TRLC-. 
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 La resolución recurrida parece que deniega la EPI por no justificarse el 
contenido de las deudas y su origen. 
 
  stos extremos deberá ceñirse el examen de la presente cuestión 
litigiosa en vía de recurso de apelación (art. 464.5 LEC). 
 
 En primer lugar, esta circunstancia no la vincula la resolución de la 
instancia con ninguna causa de denegación del EPI  más allá de lo que 
parece suponer una imposibilidad genérica de constatar la existencia de 
las deudas y su causa. 
 
 No precisa la resolución si la necesidad de hallar la causa de los créditos 
se encuentra en el examen de si hubo endeudamiento temerario, para lo 
cual debería justificarse, por quien invoca la denegación del EPI que se 
halla comportado de forma temeraria y negligente al tiempo de contraer el 
crédito. 
 
 Esta circunstancia corre ordinariamente a cargo del opositor al EPI y va 

       ad de la deuda o su mero origen. 
 
 Así, se impone para ello el deber de valorar las siguientes circunstancias 
enumeradas por la norma que pueden concurrir en el deudor: 

 
a) La información patrimonial suministrada por el deudor al 
acreedor antes de la concesión del préstamo a los efectos de la 
evaluación de la solvencia patrimonial. 
b) El nivel social y profesional del deudor. 
c) Las circunstancias personales del s  
d) En caso de empresarios, si el deudor utilizó herramientas de 
alerta  
tempranas puestas a su disposición por las Administraciones 
Públicas. 

 
      Si bien la TRLCon no lo contempla expresamente, también ha de 
tenerse en cuenta para ello –la de     endeudamiento 
fue negligente o temerario- determinadas normas que imponen al acreedor 
la obligación de una correcta evaluación del riesgo para la concesión del 
crédito.  
 
 Puede citarse con carácter general para las entidades de crédito la Orden 
EHA/2899/2011, de 28 de octubre, de transparencia y protección del 
cliente de servicios bancarios.  Su artículo 18 establece la obligación de 
evaluar la capacidad del cliente para cumplir las obligaciones que contraiga 
con la entidad ”sobre la base de la información suficiente obtenida por 
medios adecuados a tal fin, entre ellos, la información facilitada por el 
propio cliente a solicitud     ículo establece los 
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concretos procedimientos que deben emplearse con carácter general para 
la concesión de crédito y, en especial, para determinadas categorías del 
mismo. Concluye, no obstante lo anterior, en su númer     

luación de la solvencia prevista en este artículo se realizará sin 
perjuicio de la libertad de contratación que, en sus aspe    

  imitaciones que pudieran emanar de otras disposiciones legales, 
deba presidir las relaciones entre las entidades y los clientes y, en ningún 
caso afectará a su plena validez y eficacia  ni implicará el traslado a las 
entidades de la responsabilidad por el incumplimiento de las obligaciones 
de los clientes. Esto es, con respeto a lo pactado y al principio de 
autonomía de la volu    

Por su parte en materia de crédito al consumo estable Ley 16/2011, 
de 24 de junio, de contratos de crédito al consumo en su art. 14 que: 

 Artículo 14. Obligación de evaluar la solvencia del consumidor. 

1. El prestamista, antes de que se celebre el contrato de 
    l encia del consumidor, sobre la 

base de una información suficiente obtenida por los medios 
adecuados a tal in, entre ellos, la información facilitada por el 
consumidor, a solicitud del prestamista o intermediario en la 
concesión de crédito. Con igual finalidad, podrá consultar los 
ficheros de solvencia patrimonial y crédito, a los que se refiere el 
artículo 29 de la Ley Orgánica 15/1999  de 13 de diciembre, de 
Protección de Datos de Carácter Personal, en los términos y con 
los requisitos y garantías previstos en dicha Ley Orgánica y su 
normativa de desarrollo. 

En el caso de las entidades de crédito, para la evaluación de 
la solvencia del consumidor se tendrán en cuenta, además, las 
normas específicas sobre gestión de riesgos y control interno 
que les son aplicables según su legislación específica. 

2. Si las partes acuerdan modificar el importe total del crédito 
tras la celebración del contra     ta deberá 
actualizar la información financiera de que disponga sobre el 
consumidor y evaluar su solvencia antes de aumentar 
significativamente el importe total del crédi  

Por tanto, el examen de la situación del deudor y las circunstancias que 
han llevado a su sobreendeudamiento han de ser examinadas en cada 
caso y sobre los elementos facticos disponibles a la luz de las 
circunstancias del TRLCon y matizado tal examen por las anteriores 
conclusiones. 
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tributario y financiero entre estos territorios forales y el Estado 
vendrán reguladas por el sistema de Concierto o Convenio. De 
suerte que el sistema de financiación se caracteriza po   
Territorios Históricos del País Vasco y la Comunidad Foral de 
Navarra tienen potestad para mantener, establecer    

men tributario. Ello implica que la exacción, gestión, 
liquidación, recaudación e inspección de la mayoría de los 
impuestos estatales corresponde a cada uno de los tres 
territorios del País Vasco y a la omunidad oral de Navarra y lo 
desempeñan a través de las respectivas Haciendas Forales de 
Vizcaya, Guipú     
  
  Y como excepción a la regla de la no exoneración debe ser 
objeto de interpretación estricta, nunca extensiva. Si el legislador 
hubiera querido extender exoneraciones parciales a créditos 
públicos autonómicos, provinciales, locales...lo hubiera recogido 
en el precepto. 
  
      ministración Tributaria (AEAT) fue 
creada por el art  103 de la Ley 31/1990, de 27 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para 1991 y se constituyó 
de manera efectiva el 1 de enero de 1992. Es un ente de 
Derecho Público adscrito al entonces Ministerio de Economía y 
Hacienda a través de la Secretaria de Estado de Hacienda, 
actual Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas. Es la 
organización administrativa responsable, en nombre y por 
cuenta del Estado, de la aplicación efectiva del sistema tributario 
estatal y de aquellos recursos de   
Públicas nacionales o de las Comunidades Europeas cuya 
gestión se le encomiende por Ley o por convenio. Le 
corresponde desarrollar las actuaciones administrativas 
necesarias para que el sistema tributario estatal se aplique con 
generalidad y eficacia a todos los contribuyentes, mediante los 
procedimientos de gestión, inspección y recaudación tanto 
formal como material, que    indirectos 
derivados de las exigencias formales necesarias para el 
cumplimiento de las obligaciones tributarias La Agencia Estatal 
de Administración Tributaria gestionará los     
Comunidades Autónomas cuando dicha competencia se 
atribuya a la Administración del Estado por las correspondientes 
leyes de cesión (en ese caso, la recaudación obtenida se 
entregará a la Hacienda Autónoma titular del rendimiento de los 
tributos cedidos). Asimismo, corresponde a la Agencia 
desarrollar los mecanismos de coordinación y colaboración con 
las Administraciones Tributarias de los países miembros de la 
Comunidad Económ     las otras 
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Administraciones Tributarias nacionales que resulten necesarios 
para una eficaz gestión del sistema tributario nacional en su 
conjunto. 
  
  Con amparo en tal Ley 31/1990; en la Ley Orgá   

 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades 
Autónomas, modificada por la Ley Orgánica 7/2001, de 27 de 
diciembre, que tribuye a las mismas la competencia en materia 
de recaudación de sus propios tributos y por delegación del 
Estado la de los tributos cedidos, sin perjuicio, en ambos casos, 
de la colab    tablecerse con la 
Administración Tributaria del Estado; en el  artículo 5.4 de la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria , que establece 
que el Estado y las Comunidades Autónomas podrán suscribir 
acuerdos de colaboración para la aplicación de los tributos; en el  
artículo 7 del Reglamento General de Recaudación , aprobado 
por el Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, que prevé que la 
recaudación de la Hacienda pública de las Comunidades 

    smos Autónomos podrá llevarse a 
cabo por Agencia Estatal de Administración Tributaria cuando 
así se acuerde mediante la suscripción de un convenio para la 
recaudación; y de conformidad con el Convenio Marco de 
27/3/2006 se pueden suscribir y se han suscrito Convenios de 
Colaboración recaudatoria ejecutiva entre la AEAT y diversas 
Comunidades Autónomas  
  
  Asimismo, se han suscrito con las Entidades Locales. En este 
sentido la Resolución de 26 de ma      
3/4/2021), de la Dirección del Servicio de Planificación y 
Relaciones Institucionales de la AEAT por el que se publica 
Convenio suscrito el 18 de marzo de 2021 por la Agencia Estatal 
de Administración Tributaria y la Federación Española de 
Municipios y Provincias en materia de intercambio de 
información tributaria y de colaboración en la gestión 
recaudatoria. 
  
  Tales actividades colaborativas constituyen una de las fuentes 
económicas de la AEAT que se financiará     
con los ingresos que perciba como retribución por las otras 
actividades que pueda realizar, por virtud de convenios o 
disposición legal, para otras Administraciones Públicas 
nacionales o supranacionales. 
  
  Atendido lo anterior estimamos que la exoneración parcial a 
que se refiere el art. 489.1, 5º del TRLConcursal de los créditos 
cuya gestión de cobro    a Estatal de la 
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recaudación de los tributos y el art 117 enumera, la doctrina mantiene que 
es una relación de numerus apertus el ejercicio de funciones 
administrativas en que consiste la ejecución y entre las qu     

pción y tramitación de declaraciones, la comprobación y realización de 
devoluciones previstas en la normativa tributaria, practic    

s y otras muchas hasta un total de hasta 16 actividades, en las 
que no se incluye la recaudación tributaria.  

 
Por su parte  en segundo lugar y entrando ya en el más estricto 

concepto de recaudación tributaria, la misma consiste en las funciones 
administrativas cond      eudas tributarias –art. 160 
LGT-. La misma además de la LGT se halla regulada en el Real Decreto 
939/2005, de 29 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de 
Recaudación. El mismo regula lo que en su artículo 1 denomina gestión 
recaudatoria, y cuyo artículo 2 define como la gestión recaudatoria de la 
Hacienda pública consiste en el ejercicio de la función administrativa 
conducente al cobro de las deudas y sanciones tributarias y demás 
recursos de naturaleza pública que deban satisfacer los obligados al pago. 

     ón recaudatoria en periodo voluntario o 
en periodo ejecutivo  Además  puede también podrá consistir en el 
desarrollo de actuaciones recaudatorias y de colaboración en este ámbito 
conforme a la normativa de asistencia mutua a la que se refiere el artículo 
1.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. De otra 
parte, el art. 5.1 del Reglamento prevé que “la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria se encargará de la recaudación de los recursos 
de naturaleza pública de otras Administraciones públicas nacionales 
distintas de las previstas en los artículos 7 y 8 cuando dicha gestión se le 
encomiende en virtud de ley o convenio. Fina    , el 
art 8 RGR prevé expresamente que corresponde a las entidades locales y 
a sus organismos autónomos la recaudación de las deudas cuya gestión 
tengan atribuida y se llevará a cabo -entre otras formas- c) Por la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria, cuando así se acuerde mediante la 
suscripción de un convenio para la recaudación. 
 

De todo ello pueden con     a la expresión 
“gestión tributaria”, que en sentido estricto no parece incluye la actuación 
de recaudación. Más concreto es el significado, según lo visto, de la 
expresión gestión recaudatoria, estimando que       
un concepto estricto. 

 
A pesar de ello, resulta difícil fijar la recaudación ejecutiva atribuida 

a la AEAT mediante convenio de colaboración como criterio que convierte 
su actividad en recaudación tributaria a los efectos legales indicados y ello 
por lo siguiente: 
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Remítanse las actuaciones al Juzgado de procedencia junto con la 
presente resolución, para su ejecución y cumplimiento. 
  

Así  por esta nuestra Sentencia, la pronunciamos, mandamos y 
firmamos. 
 
 

 
 
 
 
 
  

                                 
 
 
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en 
el que ha sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos 
de carácter personal que los mism  i    l   l o a 

       sonas que requieran un especial deber de 
tutela o la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda. 
Los datos    a resolución no podrán ser cedidos, ni 
comunicados con fines contrarios a las leyes. 
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